El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / AGENTE OFICIOSO / DEBEN EXPONERSE LAS RAZONES QUE LO JUSTIFICAN / NO APLICA LO ANTERIOR EN CASO DE MENORES DE EDAD.
… la acción de tutela debe ser intentada por la persona que considera lesionado un derecho fundamental del que es titular, para lo cual puede actuar por sí misma o por quien la represente. En este último evento no se autoriza una representación ilimitada y por ende, para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe haber justificación aceptable, para lo cual resulta menester acreditar que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa; o aportar el respectivo poder para obrar y de intervenir un tercero como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa. (…)
… en este caso, el señor Jaime Eduardo Bastidas Robayo promovió el amparo para obtener que Colpensiones reconozca a la señora María Oneida Escarpeta Mosquera la pensión de sobrevivientes a que dice tiene derecho. Para ese fin manifestó actuar en calidad de agente oficioso; sin embargo, dejó de expresar concretamente las razones por las cuales aquella, se encontraba impedida para acudir a la acción por sus propios medios… 

Surge de lo anterior que no es el demandante el titular de los derechos cuya protección invoca, ni cumple con los presupuestos para actuar como agente oficioso de quien sí lo es, en consecuencia, no está aquel legitimado para promover la solicitud de amparo constitucional en nombre de María Oneida Escarpeta Mosquera. (…)
El panorama se torna diferente respecto de la acción adelantada por el señor Bastidas Robayo en interés de la menor Mariana Palomeque Escarpeta, quien a la fecha cuenta con doce años y frente a la cual el promotor de la tutela también dice actuar, pues de conformidad con el artículo 44 de la Constitución Nacional, cualquier persona está legitimada para solicitar la protección de los derechos fundamentales de una persona menor de edad.
La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos relativos al régimen de seguridad social escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.
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Acta No. 003 del 15 de enero de 2020


Expediente No. 66001-31-03-004-2019-00439-02
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la parte actora frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 28 de agosto del año pasado, en la acción de tutela que instauró el señor Jaime Eduardo Bastidas Robayo, en calidad de agente oficioso de la señora María Oneida Escarpeta Mosquera y de la menor Mariana Palomeque Escarpeta, contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Gerente Nacional de Reconocimiento, el Subdirector de Determinación II y los Directores de Atención y Servicio y de Acciones Constitucionales de esa entidad y la Directora de Registro y Gestión de la Información de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV-.
ANTECEDENTES

1. Relató el promotor de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Durante aproximadamente trece años de convivencia, el señor Joaquín Alberto Palomeque Mena, en su calidad de compañero de María Oneida Escarpeta Mosquera y padre de Mariana Palomeque Escarpeta, se hizo cargo de todas las necesidades de su núcleo familiar; se desempeñó como constructor y por eso nunca tuvo la posibilidad de ahorrar.
1.2 El citado señor falleció el 26 de noviembre de 2017, producto de un accidente de tránsito.

1.3 Las accionantes dependían económicamente de él; María Oneida Escarpeta Mosquera se dedicaba a las labores del hogar, razón por la cual no tenía la posibilidad de aportar al sistema general de pensiones. Además “cuando le resultan actividades laborales debe descuidar a su pequeña de tan solo 12 años”. 
1.4 Teniendo en cuenta la falta de recursos para subsistir y su condición de beneficiarias, se formuló petición ante Colpensiones a efecto de obtener el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes.
1.5 Mediante resolución del 2 de noviembre de 2018 esa entidad negó la prestación. Esta decisión fue “notificada supuestamente vía correo electrónico, notificación a la cual no tuve acceso y mucho menos conocimiento”, pues debido a su situación de marginalidad no tiene acceso a servicios de internet.
1.6 Solo hasta el mes de febrero de 2019, cuando la señora Escarpeta Mosquera se acercó a las instalaciones de Colpensiones, se pudo enterar de la respuesta negativa a su reclamación, ya que a pesar de que esa entidad contaba con su dirección de residencia y número telefónico, nunca adelantó gestión alguna para notificarla personalmente.

1.7 Como quiera que en aquella decisión se imponen exigencias que en su condición de beneficiarias no deben soportar, se formuló inconformidad en su contra; sin embargo, el 3 de julio último, se declaró extemporáneo el recurso y se negó nuevamente el reconocimiento pensional.
1.8 La actuación de la accionada le ocasiona un perjuicio irremediable, toda vez que la actora y su hija hacen parte de la población afrocolombiana y fueron desplazadas por el conflicto armado.  
1.9 Colpensiones negó la prestación reclamada con sustento en que el afiliado no acreditó las semanas requeridas en los tres años anteriores a su deceso. No obstante, de conformidad con las contestaciones emitidas, aportó 88 semanas en ese periodo. Esa entidad, adicionalmente, hizo alusión a la existencia de aportes paralelos, lo que tampoco es aceptable ya que a esto procede una persona cuando tiene el propósito de pensionarse en un tiempo más corto y en consecuencia, aporta simultáneamente valores más elevados, lo que no ocurre en el caso del causante, pues no era su intención dejar desprotegida a su familia ya que apenas contaba con 38 años y no padecía de enfermedad terminal alguna.  
2. Considera lesionados los derechos a la vida digna, el mínimo vital, la diversidad étnica, la igualdad, la seguridad social y al interés superior del menor. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones conceder a las demandantes la pensión de sobrevivientes, con su correspondiente retroactivo.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 9 de agosto de 2019 se admitió la acción y se ordenó vincular a la Directora de Registro y Gestión de la Información de la UARIV, al Gerente Nacional de Reconocimiento, al Subdirector de Determinación II y a los Directores de Atención y Servicio y de Acciones Constitucionales de Colpensiones.
2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Jefe de la Oficina Jurídica de la UARIV informó que la señora María Oneida Escarpeta Mosquera se encuentra incluida en el registro único de víctimas por el hecho del desplazamiento forzado. De otro lado, señaló que la entidad que representa carece de legitimación en la causa por pasiva, como quiera que dentro de sus funciones no está la de reconocer derechos pensionales.
2.2 La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones indicó: a) con ocasión al fallecimiento del señor Joaquín Alberto Palomeque Mena, ocurrido el 26 de diciembre de 2017, María Oneida Escarpeta Mosquera y Mariana Palomeque Escarpeta solicitaron el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes; b) mediante acto administrativo del 2 de noviembre de 2018 se negó esa prestación porque el afiliado no acreditó las cincuenta semanas cotizadas dentro de los últimos tres años anteriores a su deceso, de conformidad con el artículo 12 de la Ley 797 de 2003; c) esa decisión fue notificada por medio del correo electrónico de la accionante, de acuerdo con la autorización expresa que fue suministrada al momento de realizar la reclamación pensional, en los términos del artículo 56 de la Ley 1437 de 2011; d) el 12 de marzo de 2019, la actora formuló recursos contra esa resolución y a pesar de haber sido presentados de manera extemporánea, esa entidad, para salvaguardar sus garantías fundamentales, estudio de nuevo el caso y llegó a aquella misma conclusión. Contra esta última decisión procedía el recurso de queja, el cual dejó de ser utilizado y e) el juez de tutela carece de competencia para analizar de fondo la solicitud de revocatoria de los mencionados actos administrativos, ya que la parte actora tiene a su disposición otros medios de defensa judicial, concretamente el proceso ordinario ante la jurisdicción laboral, encargada de resolver los conflictos que se presenten en el marco del sistema de seguridad social. Por tanto, la demandante pretende desnaturalizar la acción de amparo, caracterizada por la inmediatez y subsidiariedad.   
2.3 La señora María Oneida Escarpeta Mosquera se manifestó para ratificar los hechos de la demanda, según constancia que obra a folio 40 del cuaderno No. 1.
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 28 de agosto último, en la que se resolvió declarar improcedente el amparo invocado.
Para así decidir, la funcionaria de primera instancia consideró que se incumple el presupuesto de la subsidiariedad, pues además de que la actora omitió formular recurso de queja frente a la Resolución No. 2019-3297843, para obtener la pensión de sobrevivientes debe agotar el medio ordinario de defensa judicial que en este caso es la jurisdicción laboral, pues las pruebas allegadas demuestran que cuenta con 36 años de edad y no tiene ningún tipo de discapacidad, razón por la cual no se comparte el argumento de la demanda relativo a la presencia de un perjuicio irremediable. 
4. Inconforme con el fallo el promotor de la acción lo impugnó. Adujo que la accionante formuló reclamación pensional y cuando tuvo conocimiento del acto administrativo que la resolvió, interpuso el recurso correspondiente, el cual fue negado, razón por la cual sí agotó la vía administrativa. Agregó que la acción de amparo es el medio más eficaz para prevenir la afectación de los derechos fundamentales de los sujetos dignos de especial protección. En ese escrito se refirió de manera irrespetuosa a la juez de primera instancia, mediante afirmaciones que por respeto a esa funcionaria, no se mencionarán en esta providencia. 

5. El 18 de septiembre último la Magistrada que funge en este caso como ponente, se declaró impedida para conocer del asunto.
6. Por auto del 24 del mismo mes el Magistrado que le sigue en turno resolvió decretar infundado ese impedimento y en consecuencia ordenó devolver la actuación a este despacho.

7. El 21 de octubre pasado esta Sala ordenó la devolución de las diligencias al juzgado de origen para que se surtiera la notificación de la María Oneida Escarpeta Mosquera, pues a pesar de que ella manifestó su deseo de que cualquier decisión que se adoptara se le comunicara por medio de su número celular, no obra constancia alguna de que ello se hubiere procedido.

8. Cumplido lo anterior, el expediente fue enviado, sin actuación adicional alguna, a esta sede el 25 de noviembre último.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si el accionante se encuentra legitimado para promover el amparo en nombre de la señora María Oneida Escarpeta Mosquera y de su menor hija Mariana Palomeque Escarpeta. De estarlo, se analizará si procede la tutela frente a la decisión de Colpensiones de negar la pensión de sobrevivientes solicitada por ellas.
3. De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o por medio de representante. Esa disposición también autoriza agenciar los derechos ajenos, cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

De acuerdo con ese precepto, la acción de tutela debe ser intentada por la persona que considera lesionado un derecho fundamental del que es titular, para lo cual puede actuar por sí misma o por quien la represente. En este último evento no se autoriza una representación ilimitada y por ende, para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe haber justificación aceptable, para lo cual resulta menester acreditar que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa; o aportar el respectivo poder para obrar y de intervenir un tercero como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa. 

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional
:

Así las cosas, tanto la jurisprudencia constitucional, como las normas que regulan la materia, coinciden en señalar que la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) A través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso
.
Más recientemente esa misma corporación expresó
: 

“Conforme a esta disposición, la legitimación por activa para presentar una acción de tutela no solo se predica de la persona que solicita directamente el amparo de sus derechos fundamentales, sino también de quien actúa como agente oficioso de otra, cuando a esta última le es imposible promover su propia defensa, siempre que dicha circunstancia se manifieste en la solicitud
.

En numerosos pronunciamientos, esta Corporación ha establecido que son dos los requisitos para que una persona pueda constituirse como agente oficioso:

“La presentación de la solicitud de amparo a través de agente oficioso tiene lugar, en principio, cuando éste manifiesta actuar en tal sentido y cuando de los hechos y circunstancias que fundamentan la acción, se infiere que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en circunstancias físicas o mentales que le impiden actuar directamente.”

4.3.3. En relación con el primer requisito, esto es, la manifestación expresa por parte del agente oficioso de actuar en tal calidad, se aprecia que su deferencia no se exige de forma estricta, comoquiera que se ha aceptado la legitimación del agente siempre que de los hechos y de las pretensiones se haga evidente que actúa como tal
.

Por consiguiente, en criterio de la Corte, (i) si existe manifestación expresa del agente o (ii) si de los hechos se hace evidente que actúa como tal, el juez deberá analizar el cumplimiento de la siguiente exigencia y determinar si, en el caso concreto, las circunstancias le impiden al titular de los derechos presuntamente vulnerados actuar por sí mismo.

Así las cosas, en relación con el segundo requisito, como ya se dijo, referente a la necesidad de acreditar la imposibilidad de actuar directamente, este Tribunal ha dicho que el mismo encuentra respaldo en el hecho de preservar la autonomía y voluntad de una persona mayor de 18 años, quien es titular de la capacidad legal o de ejercicio, por virtud de la cual se le reconoce su plena aptitud para acudir ante los jueces, en defensa de sus derechos, cuando considere que estos están siendo amenazados o vulnerados. Por esta razón, un agente oficioso sólo podrá actuar por otro cuando se pruebe una circunstancia física o mental que le impida al interesado interponer una acción de tutela directamente
.”
4. En este caso, el señor Jaime Eduardo Bastidas Robayo promovió el amparo para obtener que Colpensiones reconozca a la señora María Oneida Escarpeta Mosquera la pensión de sobrevivientes a que dice tiene derecho. Para ese fin manifestó actuar en calidad de agente oficioso; sin embargo, dejó de expresar concretamente las razones por las cuales aquella, se encontraba impedida para acudir a la acción por sus propios medios. Ese hecho tampoco se puede inferir del escrito de tutela pues aunque dijo que la citada señora hace parte de la población afrocolombiana y es víctima del conflicto armado, no existe prueba de que esas circunstancias puedan llegar a constituir un obstáculo considerable para el ejercicio de sus derechos; por el contrario, está demostrado que ella sí estaría en capacidad de acudir directamente al reclamo constitucional, tal cual lo hizo al formular, por sus propios medios, solicitud ante Colpensiones en el mes de marzo último
.    

Surge de lo anterior que no es el demandante el titular de los derechos cuya protección invoca, ni cumple con los presupuestos para actuar como agente oficioso de quien sí lo es, en consecuencia, no está aquel legitimado para promover la solicitud de amparo constitucional en nombre de María Oneida Escarpeta Mosquera.

Aunque, como ya se indicara, la citada señora, en el trámite de la primera instancia, procedió a ratificar los hechos de la demanda, esa situación, por sí, tampoco lo legitima a aquel para actuar en su nombre, pues ello simplemente demuestra que está de acuerdo con la acción de tutela y no que estuviera en imposibilidad de actuar.

Además, la citada señora intervino personalmente en el proceso, y no impugnó el fallo de primera instancia, a pesar de que esta Sala ordenó la devolución del expediente para que se realizara la notificación personal de esa providencia, así como del auto que concedió la impugnación presentada por el promotor de la acción, omitida en primera instancia
.  
5. El panorama se torna diferente respecto de la acción adelantada por el señor Bastidas Robayo en interés de la menor Mariana Palomeque Escarpeta, quien a la fecha cuenta con doce años y frente a la cual el promotor de la tutela también dice actuar, pues de conformidad con el artículo 44 de la Constitución Nacional, cualquier persona está legitimada para solicitar la protección de los derechos fundamentales de una persona menor de edad. Así lo ha dicho también la Corte Constitucional:

“En ese contexto, los niños, niñas y adolescentes, en nuestro Estado Social de Derecho, son titulares de una especial protección constitucional, por lo tanto, el requisito de legitimidad cuando se trata proteger sus derechos fundamentales, puede recaer en cualquier persona.”
 
En estas condiciones, al encontrase habilitado el promotor de la acción para solicitar la protección de los derechos fundamentales de Mariana Palomeque Escarpeta, la Sala procederá a analizar de fondo la cuestión, en lo relativo únicamente a la citada menor.
6. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos relativos al régimen de seguridad social escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

Con todo, esa misma jurisprudencia enseña que el amparo resulta procedente para obtener el reconocimiento de una pensión, cuando se advierta que el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad, y concretamente, en relación con la de sobrevivientes, ha dicho
:

“23. Frente a la subsidiaridad de la acción de tutela, el numeral 1º, del artículo 6º, del Decreto 2591 de 1991, establece que, en principio, la acción de amparo se torna improcedente cuando existan “otros recursos o medios de defensa judiciales”. Sin embargo, señala una excepción a la regla general, en los casos en que dichas herramientas resultan ineficaces para enfrentar la amenaza o la vulneración a los derechos fundamentales.

… recientemente, mediante sentencia de unificación SU-005 de 2018, la Sala Plena de la Corte Constitucional estableció que, para efectos del reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes por vía de tutela
, la satisfacción del requisito de subsidiariedad le impone al juez constitucional verificar la acreditación del Test de Procedencia que se expone a continuación: (…)
a. Debe establecerse que el accionante pertenece a un grupo de especial protección constitucional o se encuentra en uno o varios supuestos de riesgo tales como analfabetismo, vejez, enfermedad, pobreza extrema, cabeza de familia o desplazamiento. (…)
 
b. Debe establecerse que la carencia del reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que solicita el accionante afecta directamente la satisfacción de sus necesidades básicas, esto es, su mínimo vital y, en consecuencia, una vida en condiciones dignas. (…)
                                        
c. Debe establecerse que el accionante dependía económicamente del causante antes del fallecimiento de este, de tal manera que la pensión de sobreviviente sustituye el ingreso que aportaba el causante al tutelante-beneficiario. (…)
 
d. El afectado debe haber desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el objeto de que le sea reconocida la prestación que reclama…”
7. En el asunto bajo examen no se satisfacen todos esos requisitos, pues de ellos solo se cumple el primero en consideración a que la menor Mariana Palomeque Escarpeta es sujeto de especial protección, en razón a que proviene de una familia que fue reconocida como víctima del conflicto
 y es menor de edad
. 

Sin embargo, para la Sala, esa circunstancia no justifica la concesión del amparo, toda vez que no es posible determinar la vulneración del derecho al mínimo vital por el no reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, ya que si bien se alegó la falta de ingresos suficientes para satisfacer las necesidades básicas del grupo familiar, esta situación no puede ser asociada de manera directa al fallecimiento de quien se dice sostenía económicamente el hogar, si se tiene en cuenta que ese fatal hecho tuvo lugar hace aproximadamente dos años
. De igual manera, la madre de la menor, tal como lo acredita la copia de su cédula de ciudadanía
, es una persona de 36 años, es decir que se encuentra en edad productiva, según se reconoció en la demanda al manifestar que en ocasiones realiza algunas actividades laborales. 

Además, se encuentra acreditado que el fallecimiento del afiliado ocurrió el 26 de diciembre de 2017
 y que el acto administrativo por medio del cual se negó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes se produjo el 2 de noviembre de 2018
, lo que significa que se dejó transcurrir más de diecinueve meses desde cuando se produjo el citado deceso y más de nueve a partir del momento en que se notificó esa decisión, para instaurar la acción constitucional, si se tiene en cuenta que a esto último procedió el 8 de agosto de 2019
, pasivo comportamiento que permite inferir el desinterés de en lograr un amparo oportuno.

Como si fuera poco, la actividad administrativa desplegada por la madre de la adolescente para obtener la tantas veces mencionada prestación no ha sido la más diligente, pues a pesar de haber formulado la reclamación pensional respectiva, omitió ejercer oportunamente los recursos que tenía a su disposición frente a la decisión que la resolvió, proferida el 2 de noviembre de 2018, como quiera que a ello solo procedió hasta el 11 de marzo del año pasado, cuando ya se encontraba ejecutoriada
. Además frente a la resolución del 10 de junio de 2019, por medio de la cual la demandada se pronunció sobre ese extemporáneo medio de impugnación, tampoco se presentó recurso alguno a pesar de que, según el contenido de ese acto administrativo, procedía en su contra el de queja
. 

En este punto, es válido señalar que la Sala no comparte los argumentos del promotor de la acción respecto a la supuesta indebida notificación del primero de esos actos administrativos, pues de conformidad con las pruebas incorporadas, la progenitora de la menor autorizó expresamente su notificación por correo electrónico
 y en uso de ese medio, el 2 de noviembre de 2018, se le enteró de esa decisión
.   

8. Por lo tanto y como no se configuran los presupuestos desarrollados por la Corte Constitucional para que el juez de tutela ordene el reconocimiento pensional, se confirmará la decisión de primera instancia que declaró improcedente el amparo en relación con la menor Mariana Palomeque Escarpeta, ante la existencia de otro medio de defensa judicial, concretamente la acción ordinaria laboral.

Y respecto de la señora María Oneida Escarpeta Mosquera ningún pronunciamiento hará en esta sede, porque no impugnó el fallo de primera sede, a pesar de que intervino personalmente en el proceso.

9. Por último, se hace necesario llamar la atención al promotor de la acción de tutela por calificar con términos irrespetuosos a la funcionaria de primera instancia, pues ha podido defender con vehemencia su criterio, mediante el empleo de un vocabulario decoroso, sin tener que acudir a expresiones contrarias a las más elementales reglas de cortesía y de respeto a la dignidad y majestad de la justicia, así considerara irregular o injusta la decisión adoptada en la sentencia a que se refiere.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 28 de agosto de 2019, en la acción de tutela que instauró el señor Jaime Eduardo Bastidas Robayo, en calidad de agente oficioso de la menor Mariana Palomeque Escarpeta, contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Gerente Nacional de Reconocimiento, el Subdirector de Determinación II y los Directores de Atención y Servicio y de Acciones Constitucionales de esa entidad y la Directora de Registro y Gestión de la Información de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV-.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Sentencia T-787 de 2007, Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería, reiterada en sentencias T-882 de 2013, entre otras


� Al respecto, se pueden consultar las sentencias T-947 de 2006, T-798 de 2006, T-552 de 2006, T-492 de 2006, y T-531 de 2002.


� Sentencia T-072 de 2019 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez


�  En la Sentencia T-301 de 2017, M.P. Aquiles Arrieta Gómez, este Tribunal señaló que: “La jurisprudencia constitucional ha indicado que la agencia oficiosa se erigió como un instrumento que contribuye a la concreción de los derechos fundamentales y que encuentra su fundamento en la imposibilidad de la defensa de los derechos de la persona a cuyo nombre se actúa.” De igual forma, en la Sentencia T-312 de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, se determinó que: “si bien la agencia oficiosa cumple el fin constitucionalmente legítimo y necesario de posibilitar el acceso a la jurisdicción constitucional a aquellas personas que se encuentran en imposibilidad de asumir por su cuenta la defensa de sus derechos constitucionales, no se trata, empero, de un mecanismo que pueda ser utilizado para suplir al interesado en la adopción de decisiones autónomas sobre el ejercicio, defensa y protección de los mismos.”


� Sentencia T-796 de 2009 M.P. Nilson Pinilla Pinilla.


� Sobre el particular se pueden revisar las sentencias T-452 de 2001, T-197 de 2003, T-652 de 2008 y T-275 de 2009.


� Como se ha expuesto, para determinar si el titular de los derechos se encuentra impedido para actuar por sí mismo, se deberán examinar los fundamentos fácticos del caso concreto. En los términos de la jurisprudencia, en el proceso de tutela se deberá demostrar que al agenciado le resulta física o jurídicamente imposible interponer la demanda o extender el poder correspondiente (Sentencia SU-377 de 2014, M.P. María Victoria Calle Correa). Tal imposibilidad puede derivarse tanto por condiciones físicas como mentales de una persona, o, incluso, de circunstancias socioeconómicas, aislamiento geográfico o situación de especial marginación (Sentencia T-312 de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva).


� Folios 31 a 33 cuaderno No. 1


� Ver constancia a folio 86 cuaderno No. 1


� Sentencia T-708 de 2012, ese concepto ha sido reiterado en diversas providencias y más recientemente en la sentencia T-010 de 2019


� Sentencia T-203 de 2018, M.P. Alejandro Linares Cantillo


� El caso que nos ocupa plantea la aplicación del principio de favorabilidad laboral. Si bien en la sentencia de unificación se resolvió un asunto relacionado con la aplicación de la condición más beneficiosa en el ámbito laboral, algunas de las causales de procedencia establecidas en la sentencia de unificación son aplicables al presente asunto. 


� Folio 16 cuaderno No. 1


� Folio 14 cuaderno No. 1


� Ver registro de defunción que obra a folio 15 del cuaderno No. 1


� Folio 13 del cuaderno No. 1


� Folio 15 del cuaderno No. 1


� Folios 19 a 22 cuaderno No. 1


� Folio 34 cuaderno No. 1


� Folios 31 a 33 cuaderno No. 1


� Folios 23 a 27 cuaderno No. 1


� Ver autorización a folio 58 cuaderno No. 1


� Ver constancia a folios 60 y 61 cuaderno No. 1
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